Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 38 minutos.) 


Les damos la bienvenida a los representantes de la Liga de Defensa Comercial, que han solicitado una audiencia a fin de 
considerar el proyecto de ley sobre protección de datos comerciales, que se encuentra a estudio de la Comisión de Constitución y 
Legislación. En tal sentido, reiteramos nuestro agradecimiento porque su aporte nos será muy valioso. 


SEÑOR CARRAU.- En primer lugar, en nombre de la Liga de Defensa Comercial quiero agradecerles que nos hayan recibido. 
Quisiera informarles que soy el primer Vicepresidente de la Liga de Defensa Comercial en ejercicio de la Presidencia. Es un honor 
participar de esta reunión. Esta es la primera vez que concurro a una Comisión del Senado y, por tal motivo, les agradezco la 
invitación, no sólo en nombre de la Liga sino personalmente. 


La Liga de Defensa Comercial es una institución gremial sin fines de lucro y, en tal sentido, supongo que la mayoría de los señores 
Senadores han oído hablar de ella. Fue fundada en 1915, o sea que este año estamos cumpliendo 88 años de actividad. Está 
integrada por empresas de todos los ámbitos de la vida nacional como, por ejemplo, todas las instituciones financieras del Uruguay 
-los bancos- son socios de la Liga, las empresas comerciales e industriales. En general, diría que las empresas de cierto porte en el 
Uruguay son socias de ella, así como también lo son una cantidad de empresas de menor envergadura. 


Esta integración se trata de reflejar en el Consejo Directivo de la Liga, que está conformado por quien habla en el cargo de 
Vicepresidente, por el señor Villar -Presidente de "El Maestro Cubano", una empresa industrial- el señor Castiglioni -Secretario de 
una empresa industrial- el tesorero del Bank Boston, directivos del ABN AMRO Bank y del BBVA Banco y de empresas industriales 
de importancia, como por ejemplo, ISUSA y GERDAU-LAISA. Esta introducción pretende darles la idea de que nuestra institución 
agrupa a empresas de distintos ramos, pero no es asimilable a la Cámara de Comercio ni a la Cámara de Industrias. 


Nuestra institución -como ya dijera- es sin fines de lucro y cumple tres funciones fundamentales: brindar información comercial -que 
es la principal, porque es la labor preventiva que realiza la Liga de Defensa Comercial- tiene actividad en materia concursal - 
participamos en todos los concordatos, quiebras y situaciones conflictivas en materia comercial- y también ejercemos alguna labor 
de cobranza, cuando existen dificultades para nuestros asociados. A grandes rasgos, estas son las tres funciones que realizamos. 


Como decía, nuestra actividad más trascendente son los informes comerciales, los "credit report". Es por ese motivo que nos 
interesa este proyecto de ley, sobre el cual queremos hacer algunos comentarios y darles nuestro punto de vista. 


Voy a presentar al doctor Camilo Martínez Blanco -Director Gerente de la Liga de Defensa Comercial- y al doctor José Pedro Ponce 
de León -nuestro asesor letrado- que tiene muchos años de actividad en nuestra institución. 


SEÑOR MARTINEZ BLANCO.- Quiero agradecer a los miembros de la Comisión por habernos recibido. 
Este es un tema sumamente sensible, por cuanto se maneja información que, en realidad, de por sí la es. 


Si bien la institución es conocida por oficiar de enterradora de empresas en muchos casos, en realidad, nuestros mayores 
esfuerzos desde el punto de vista del personal y de los recursos, están dirigidos a la prevención empresarial. En esa materia, 
trabajamos con bases de datos con el fin de elaborar lo que se llama el "credit report", o sea, el análisis de los riesgos 
empresariales. Existe una limitación -y esto hay que entenderlo bien- porque se forma una divisoria entre los datos personales y los 
comerciales. Estamos dentro del ámbito de la economía, donde hay actores. Acerca de ellos es necesario saber quiénes son, qué 
hacen y cómo lo hacen. 


Nosotros obtenemos información del exterior, y puedo decir que las agencias de información, en todas partes del mundo, la 
presentan en un formato similar al de nuestra institución. 


Inclusive, vamos a dejar a disposición de la Comisión algunos informes que han sido elaborados en la India, en los Estados Unidos, 
en Inglaterra, en Argentina, en Chile, en Perú, etcétera, para que los señores Senadores puedan saber cuál es el formato de la 
información empresarial. Conocemos las dificultades que muchas veces existen para la limitación entre los datos de carácter 
personal y los empresariales. La institución limita sus bases de datos a la información empresarial. ¿Por qué? Porque se trata de 
una opción que se adoptó en su momento y que fue reafirmada hace poco tiempo, puesto que sabemos que aquella sensibilidad 
que mencionábamos recién -a propósito de los datos de la información- se acrecienta cuando se trata, por ejemplo, del 
comportamiento del consumidor, que es un área de datos muy sensible, que afecta muchas veces el acceso a consumos 
necesarios y que no se guía por las mismas pautas con las que se maneja el riesgo empresarial. 


El riesgo empresarial implica que se gane, que se empate y que se pierda. Quien está en la actividad comercial sabe, 
efectivamente, que puede ganar, empatar o perder. Este hecho hace que la institución, que fue fundada en 1915 y que maneja 
datos informativos desde entonces -en aquel tiempo se lo hacía mediante carpetas, a máquina y a tracción a sangre- nunca haya 
tenido, no digamos un juicio, sino la amenaza de uno, aun cuando ha emitido información sobre muchas empresas que, de alguna 
forma, tiñeron su acceso al crédito empresarial. 


Quiero destacar que nosotros no brindamos información sobre las personas sino sobre las empresas. En ese sentido, tenemos 
determinados compromisos -que hemos autoasumido- en cuanto a no brindar o procesar aquel tipo de información que se relacione 
con el carácter personal en lo que tiene que ver con las preferencias políticas o sexuales, con las creencias religiosas, etcétera, 
porque son datos que conforman el ámbito íntimo que es necesario preservar. 


Por otro lado, siempre y en todos los casos damos la oportunidad de la rectificación y de la aclaración, pues entendemos que la 
información que brindamos es sumamente importante para el desarrollo de cualquier tipo de empresa. Hoy, cualquier firma que 


desee acceder al crédito o mantenerlo, de alguna forma necesita ser calificada. Es en esa calificación de donde se obtienen los 
datos y lo que hoy conforma un "credit report". El "credit report" de la empresa es su retrato. 


Evidentemente, en las empresas importa el soporte humano. Ellas son el reflejo del titular que está a su cargo y no entes ideales 
que se desarrollan sólo en el mundo virtual. Las empresas se desarrollan gracias al soporte humano, pero no considerado éste 
como consumidor, sino como comerciante. Esto es así porque el empresario que ahora está en esta firma, ya ha estado en otra y 
quizás haya tenido otros emprendimientos fracasados, o exitosos y, de alguna forma, está limitando sus responsabilidades a este 
otro tipo de empresa. 


Por lo tanto, desde nuestro punto de vista, el compromiso de limitar la información a la impronta comercial, sin entrar en los 
comportamientos personales, hace que en la actualidad la Liga de Defensa Comercial sea el único emisor de información de ese 
tipo en el país. Esto no se debe a que tengamos una actividad monopólica, sino a que la baja demanda de la información comercial 
provoca que no haya la suficiente rotación como para que el negocio resulte atractivo a las grandes multinacionales que existen en 
el mundo en esta materia. Estos grandes grupos empresariales manejan información sobre las empresas a nivel mundial. 


En nuestro país, la información rota muy poco desde el punto de vista de las empresas y de la demanda. Dejemos de lado lo que 
significó el año pasado la baja del crédito. Tenemos claro que alimentar la información significa dar herramientas para el crédito; no 
hay otra posibilidad, porque sin información no hay crédito responsable. 


Cuando estamos hablando de reactivar la economía, queremos decir que es necesario trabajar sobre la base de información veraz. 
Dicha información -a la que se va a referir el señor Ponce de León- que muchas veces es guardada por el Estado en sus bancos de 
datos, tiene que ver con comportamientos empresariales. A nuestro juicio, por una mala interpretación del secreto bancario, se veda 
el acceso a esos datos al sector empresarial. Esto se extiende, incluso, a los propios actores del área financiera, ya que en una 
interpretación muy amplia se ha entendido que el secreto bancario también comprende las operaciones activas de los bancos, 
cuando en el decreto-ley sancionado por el Consejo de Estado, expresamente se determinaba que no las abarcaba. Sin embargo, 
esta no es la interpretación genérica que se maneja hoy en la plaza empresarial. Incluso, sabemos de las dificultades que tuvo el 
propio Senado cuando solicitó determinado tipo de información y le fue negada. 


Tradicionalmente, la Liga de Defensa Comercial ha entendido que las operaciones activas de los bancos no están comprendidas 
dentro del secreto bancario. En este momento, tenemos un diferendo con el Banco Central, que nos negó el acceso a las cuentas 
corrientes suspendidas, esgrimiendo el argumento del secreto bancario. Por ello, hemos interpuesto las acciones administrativas 
correspondientes y pensamos que, necesariamente, este tema va a terminar en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
Tenemos algunos pronunciamientos favorables dictados por el Procurador General del Estado sobre una materia muy similar. 


Entendemos que primero hay que atender a lo que se supone que es un hecho económico: la economía necesita crédito, el crédito 
requiere información y ésta debe estar soportada sobre bases de corrección, responsabilidad y reserva en cuanto a su manejo. Por 
supuesto, la información empresarial no va a ser publicada a ocho columnas o en los titulares de los diarios; sabemos el carácter 
reservado que ella tiene, pero también entendemos que sin información no hay crédito consciente. 


Por lo expuesto, planteamos a esta Comisión la necesidad de que se contemple, de alguna forma, dentro de esta ley que regula los 
bancos de datos personales, la situación de la información empresarial, porque es decisiva. 


SEÑOR PONCE DE LEON.- ¿Cuál es el problema que nos presenta este proyecto de ley? 
El doctor Martínez ya se refirió, en términos generales, a nuestros cometidos y funciones. 


Nuestro enfoque general es dar un panorama global de lo que es una empresa inserta en el mercado competitivo. La información 
es la base del crédito, ya que le da celeridad, fluidez, baja los costos y permite hacer los negocios. Da motivo, justamente, a la tesis 
de la transparencia del Premio Nobel del año 2001, tan cuestionable en los momentos actuales. Me refiero al señor Stiglitz, quien 
basó su tesis en la asimetría de la información, expresando que el mercado se prostituía, cuando faltaba información. Por lo tanto 
creemos que este proyecto de ley es muy limitativo porque habla exclusivamente de informes comerciales limitados al cumplimiento 
e incumplimiento de las obligaciones. Y eso es, efectivamente, sólo un rubro de la actividad de cualquier tipo de empresa. Según 
dicen los americanos, para dar un buen crédito es necesario analizar la capacidad, la conducta y el capital de las empresas. Si falla 
alguno de esos elementos, el crédito en algún momento también va a fallar. Por lo tanto, los señores Senadores pueden observar el 
amplio aspecto que tiene la información de carácter empresarial. 


Queremos decir que en lo que respecta a la información empresarial tradicionalmente se habla de los datos que son personales, y 
dentro de estos hay que distinguir los sensibles y los que no lo son. Por supuesto que los datos sensibles -como dijo el doctor 
Martínez- están excluidos del proyecto de ley. Dentro de los datos personales encontramos aquellos que tienen sus fuentes 
públicas y privadas. Uno de los elementos importantes desde el punto de vista de nuestra actividad, es que los datos, las fuentes 
de información, tienen que ser lo más fidedignos posibles y los que registra el Estado son los más correctos y fidedignos. Por lo 
tanto, esos datos, en la medida en que no estén determinados como secretos, tienen que ser de libre acceso. Y en la ley esto no 
queda claro; incluso en la propia ley argentina. Se trata solamente de aquellos datos que son de acceso al público, como pueden 
ser los registrados, es decir, los registros de traslación de dominio, de estado civil, etcétera. Digo esto porque hay una cantidad de 
datos que puede tener el Estado que no son de acceso irrestricto al público y, sin embargo, son de conveniencia para la 
información de carácter comercial. En cuanto al caso concreto que expresaba el doctor Martínez, de pronto, la ley no ha 
determinado la publicidad de las cuentas suspendidas, lo cual no es un dato personal sensible, sino vinculado a una ecuación 
económica inserta en una sociedad dentro de nuestro mercado y, sin embargo, el Banco Central no da ese dato. Nosotros 
pretendemos, que si bien ese dato puede tener cierta dosis de reserva, ya que no cualquiera lo puede pedir, indiscutiblemente 
podamos tener acceso a aquellos que conformen un informe de carácter comercial. Así sucede con muchos casos de información 
comercial y que no está determinada como secreta por parte de ninguna disposición legal pero se mantiene una reserva como si 
fueran, efectivamente, secretas. 


En ese aspecto también queremos recordar que existen disposiciones legales como, por ejemplo, la ley anticorrupción, 
disposiciones de carácter reglamentario -como puede ser un decreto del Poder Ejecutivo sobre los funcionarios públicos- que en 
forma clara determinan el concepto de la transparencia. Esto nos lleva, efectivamente, a invocar que este proyecto de ley es muy 


limitativo y que tiene que tener la amplitud de abarcar situaciones que no están contempladas en esta norma. Entre ellas, tratar de 
evitar las dudas para que después, sobre la base de este proyecto de ley -si se sanciona- la institución vaya a cualquier oficina 
pública y tenga acceso a datos que son importantes no solamente en el ámbito nacional, sino también en el internacional; 
recuerden que nosotros somos corresponsales de prestadores de créditos del extranjero, de compañías de seguros, etcétera. 


Sin embargo, de pronto no tenemos acceso a ello porque la disposición no está clara. Entonces, frente a esta situación, es 
necesario organizar expedientes administrativos y hacer otro tipo de trámites para conseguir el dato y, mientras tanto, el crédito se 
fue. La celeridad que requiere el mercado obstaculiza esa situación de crédito tan importante desde el punto de vista empresarial. 


Tenemos una serie de observaciones para hacer al proyecto de ley. No es del caso que profundicemos en ellas ahora -de pronto 
más adelante les elevaremos un memo más detallado- pero queremos señalar que, sobre todo, están enfocadas en algunos 
artículos. Fundamentalmente nos preocupa el capítulo referido a la información comercial, ya que no es correcto lo que allí se 
establece: la información comercial no puede limitarse a los cumplimientos o incumplimientos. Sabemos que las agencias que los 
registran cumplen una función sumamente positiva, tanto en Uruguay como en el resto del mundo -pero aquí estamos hablando de 
Uruguay- y también sabemos que hay una "mala inteligencia" y, por lo tanto, muchas veces la ley regulariza una serie de 
situaciones que en los hechos se están dando y que efectivamente son correctas, pero que gran cantidad de gente que está 
registrada no comprende. De todos modos ese no es nuestro caso, pero tenemos el temor de que, de pronto, por la interpretación 
que se haga de esta ley, quedemos fuera del ámbito de la información. Nosotros no informamos -como ya dijimos- al consumo 
aunque, por supuesto, tenemos datos para el consumidor porque, por ejemplo, contamos con los registros de las cuentas 
clausuradas y teníamos antes los de las cuentas suspendidas. Por ello, aportamos un dato también en ese sentido. 


No hay duda de que una cantidad de datos que tiene el Estado no son de acceso irrestricto al público pero, sin embargo, pueden 
serlo, porque no son declarados secretos. Me refiero, por ejemplo, al registro que pueda tener la Auditoría Interna de la Nación con 
respecto a directores de sociedades anónimas. A nuestro entender, la Ley N* 16.060, inconcebiblemente estableció la reserva, pero 
habilitó el acceso cuando hay cierta motivación. Como señaló el doctor Martínez, nuestra institución no publicita en los diarios 
porque la información que tenemos es confidencial y se relaciona solamente con el crédito. En muchas oportunidades es 
absolutamente necesario saber quién dirige la empresa, porque estas no se dirigen solas, sino por personas. Es bueno entonces 
saber dónde se mueve esa persona en el mundo empresarial, porque ha elegido libremente intervenir en el mercado y es lógico 
que los agentes que intervienen en el mercado tengan conocimiento de esa persona y de esa empresa. Reitero que nadie obliga a 
una persona a intervenir en el mercado y, sin embargo, de pronto no podemos saber quién dirige una sociedad anónima. Creemos 
que eso es inconcebible, como también lo es que existan dificultades, por ejemplo, en materia de Derecho Tributario, ya que en 
ciertos casos ni siquiera nos dan el RUC cuando no tiene nada que ver con las actuaciones de carácter tributario. 


En definitiva, esta disposición no contempla una serie de elementos y ello puede llevar a la mala interpretación de quien la lea y, 
sobre todo, con el transcurso del tiempo, a enfocar la situación de otra manera. De nada vale el antecedente parlamentario. 
Cuando se sancionó el secreto bancario en la época del proceso, la Liga de Defensa Comercial solicitó una audiencia con el 
Consejo de Estado y quedó clarísimo en el antecedente -que fue expresamente publicado en el Diario Oficial a instancias de la Liga 
de Defensa Comercial- que no se refería a los activos bancarios y que no había necesidad de aclarar nada. Sin embargo la 
experiencia nos muestra otra cosa, y vimos que después el antecedente no sirvió para nada. Al no aclararse la situación, ni siquiera 
por decreto, pueden surgir posiciones de carácter encontrado. Por eso nosotros tenemos el temor de que, de sancionarse la ley de 
la manera en que está redactada, quedemos fuera del marco de la información, o nos traiga dificultades por interpretaciones 
diferentes. 


En algún momento les haremos llegar las observaciones específicas que nos ofrece esta iniciativa porque no es del caso 
extendernos ahora. Lo que hemos expresado son las razones de nuestra inquietud porque, vuelvo a insistir, la ley tiene un enfoque 
sumamente limitado a pesar de que, por otro lado, regula una situación que creo que es de justicia. 


La Liga de Defensa Comercial considera que quienes informan al consumo están actuando correctamente. 


Entonces, reitero, el enfoque es muy limitado y puede dar lugar a malas interpretaciones en perjuicio de nosotros que cumplimos 
una función sumamente importante dentro del mercado. 


SEÑOR MARTINEZ BLANCO.- En primer lugar, queremos agradecer a la Comisión la deferencia que ha tenido al recibirnos pues, 
sabemos, no son pocos los temas que la ocupan. 


Por intermedio de la Secretaría vamos a hacer llegar a cada uno de los señores Senadores una carpeta que contiene lo que es el 
informe comercial de una empresa. Allí podrán ver que el mismo no se limita solamente a un cumplimiento o a un incumplimiento. 
En el memorándum, van a poder apreciar algunas de las observaciones puntuales que nos merece la propia ley. 


Asimismo, dentro del material que vamos a dejar a los señores Senadores figura cómo se accede a la información empresarial en 
otras partes del mundo. En este sentido, no debemos olvidar que se está hablando mucho de "abrir la economía", pero a nosotros, 
todos los días, gente que está exportando o desea estrechar vínculos con empresas en el exterior, nos piden informes de otras 
partes del mundo. De esa comparación es de donde nosotros tenemos que ver si el producto de información que brindamos está 
dentro de los parámetros internacionales que se manejan al respecto. En fin, ustedes van a poder ver que las aportaciones que 
podamos hacer en esta materia, más o menos todas apuntan a lo mismo: quién es el actor empresarial, qué es lo que hace y, sobre 
todo, cómo lo hace. 


SEÑOR CARRAU.- Simplemente, quiero agregar que para nosotros, los comerciantes y los industriales, la función que desempeña 
la Liga de Defensa Comercial es sumamente importante. Por esa razón es que nos interesa que esta ley refleje o dé apertura a la 
actividad de la Liga de Defensa Comercial. 


Todos somos conscientes de lo que le pasó al Uruguay en el año 2002 -especialmente, al sistema financiero- y de la consecuencia 
que estamos viviendo hoy, como es la necesidad de crédito que hay en la plaza y la dificultad para conseguirlo. Hoy en día, como 
los Bancos no están prestando plata, las empresas son las que otorgan los créditos. En este sentido, si queremos apuntar a que el 
Uruguay o su economía comience lentamente a moverse, es muy importante que las empresas puedan aportar crédito con 
conocimiento, tal como decía el doctor Ponce de León. 


Quería destacar esto a los efectos de trasmitir la importancia que el tema tiene, no sólo para la Liga como institución, sino para las 
empresas que son socias. Pensamos que una ley de esta naturaleza, que abarque determinadas actividades de la Liga, nos va a 
permitir, por un lado, tener buena información y, por otra parte, otorgar crédito para dinamizar la economía. 


SEÑOR KORZENIAK.- No voy a formular preguntas; simplemente -aunque ya lo hizo el señor Presidente elocuentemente- quiero 
agradecerles la visita. No quiero dejar de señalar que esto me trae el recuerdo de viejos tiempos de vinculación puramente 
académica a la Liga de Defensa Comercial. Tuve la posibilidad de participar con mucho gusto de los eventos que la Liga organizó 
como, por ejemplo, el vinculado al secreto bancario con el alcance que nuestros visitantes estaban señalando hace un instante. 
Asimismo, recuerdo uno muy interesante sobre la creación del cheque de pago diferido, del que tanto se ha discutido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde la Presidencia voy a formular alguna pregunta que, sin lugar a dudas, va a ser respondida por 
quienes nos visitan. Concretamente, la misma apunta a profundizar alguna afirmación que se ha hecho y que, descarto, el aporte 
será muy valioso. 


Se señaló que la Liga de Defensa Comercial, que actúa desde 1915, no brinda determinada información, que se denomina 
sensible, y que refiere a las inclinaciones religiosas, sexuales, políticas y partidarias de las personas. Al mismo tiempo que no da 
ese tipo de información, más que la estrictamente comercial, también da el derecho de rectificación a las personas o a las 
empresas de las cuales se dieron los datos respectivos. Entonces, quisiera saber por qué tiene y de dónde obtiene esas 
limitaciones la Liga de Defensa Comercial. 


SEÑOR MARTINEZ BLANCO.- Se trata de una autorregulación que está dispuesta a través de una decisión del Consejo Directivo 
de la Institución. A nuestro juicio no conforma, no quita ni agrega conocer, por ejemplo, el estado de salud de determinada persona 
O si padece alguna enfermedad, si eso tiene que ver con su actividad comercial, aun cuando pueda existir alguna repercusión 
comercial. Nadie puede dejar de reconocer el hecho de que alguien que concentre decisiones en el ámbito de una empresa esté en 
mal estado de salud, indudablemente va a repercutir en el futuro de la empresa. 


Sin embargo, lo cierto es que se trata de un código de comportamiento que figura en nuestra página web. Hoy hay que tener en 
cuenta que todos nuestros asociados -o sea, todas las empresas afiliadas a la Liga de Defensa Comercial- se pueden conectar vía 
Internet, ingresar a nuestras bases de datos y obtener la información, la cual está reglada con esa autorregulación a la que hacía 
referencia el señor Presidente. Concretamente, se denomina: "Nuestro compromiso con la información". 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva se trata de normas de autorregulación, entre las cuales se puede incluir el principio de la 
reserva que también fue señalado. 


SEÑOR MARTINEZ BLANCO.- Está incluido, señor Presidente. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Quiero ampliar lo expresado por el doctor Martínez, en el sentido de que no solamente nos 
imponemos la reserva, sino que tampoco relevamos datos de esa naturaleza y ni siquiera los levantamos. Puede haber cierto tipo 
de datos que estén vinculados a la persona sobre los que no hacemos comentarios, como por ejemplo la disolución de sociedades 
conyugales, que están publicadas y pueden suponer una situación de carácter personal. Simplemente tratamos de educar en 
nuestros talleres y en las disertaciones que hace la Liga de Defensa Comercial con respecto a sus socios en el sentido de que hay 
situaciones que deben ser enfocadas desde el punto de vista del crédito. Por ejemplo, una disolución de sociedad conyugal es una 
situación de carácter personal, pero sobre ello no hacemos ningún tipo de juicio, así como tampoco lo realizamos si una persona 
juega a la ruleta; en fin, ignoramos ese tipo de datos porque son muy delicados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Luego de escuchar con suma atención la información que se nos ha brindado, quisiera saber si es posible, 
por este proyecto de ley, solucionar el problema que se ha planteado con el agregado de un capítulo que haga referencia al 
Clearing Report porque, de acuerdo con lo que hemos escuchado, es donde pone más énfasis la Liga de Defensa Comercial. 


SEÑOR MARTINEZ BLANCO.- En la carpeta que dejamos a los señores Senadores hacemos alguna propuesta respecto de la 
necesidad de legislar sobre la materia de Credit Report. Esto nos dejaría en similares condiciones que el resto del mundo 
comercial, en lo que respecta a las herramientas legales con que se manejan. Desde ese punto de vista es así y, repito, en la 
carpeta están las sugerencias que nosotros estamos planteando. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiéramos saber si dentro de esas sugerencias hay un proyecto de redacción de algunos artículos. 
SEÑOR MARTINEZ BLANCO.- Sí, hay algunos artículos, ya que para que las sugerencias sean completas -y aquí pecamos un 
poco de atrevidos- se les ha agregado, necesariamente, algún tipo de redacción y se le podrá dar el lenguaje legislativo que 
corresponda. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, bienvenidas sean esas sugerencias. 


Agradecemos a los representantes de la Liga de Defensa Comercial por su visita y el valioso aporte que nos han brindado a 
propósito de este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 
(Se retiran de Sala los representantes de la Liga de Defensa Comercial) 
(Ingresan a Sala los representantes del Clearing de Informes S.A.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la sesión de la Comisión de Constitución y Legislación. 
Tenemos el gusto de recibir a los representantes del Clearing de Informes S.A., economista José Luis Puig y doctor Daniel Dupuy. 


Respondiendo a la solicitud de audiencia que se nos formulara, el tema que nos convoca es el de la consideración del proyecto de 
ley sobre "Datos Personales para Informes Comerciales y Derecho de 'Habeas Data” que, como los señores visitantes ya saben, 


está a estudio de esta Comisión. Con mucho gusto les cedemos el uso de la palabra, para conocer su opinión acerca de este 
proyecto de ley. 


SEÑOR PUIG.- Muchas gracias. En este momento soy Gerente General del Clearing de Informes S.A. y con mucho gusto asistimos 
hoy a esta Comisión. Me acompaña el doctor Daniel Dupuy, que es el asesor legal de Clearing de Informes desde hace casi treinta 
años, por lo que él es el especialista en la materia. 


Desde hace ya muchos años Clearing de Informes vería con agrado que se legislara la actividad de la información de crédito en 
Uruguay, e incluso, en estos últimos años hemos constatado que todos nuestros vecinos han legislado en la materia. Los cambios 
tecnológicos tan rápidos que estamos teniendo hacen que el manejo de la información se haga cada día en mayores volúmenes y 
cantidades. Pensamos que para bien de todos y, sobre todo del país y del sector comercial, sería bueno que quedara un poco 
marcada la cancha en el sentido de cómo se puede manejar la información de crédito y en qué medida se puede hacer uso o no de 
la misma. 


Tengo en mi poder lo que hemos llamado los principios básicos de la operativa del Clearing desde el año 1954 hasta ahora, 
vinculados a esta autorregulación que ha tenido la empresa con respecto al manejo de la información y me gustaría dejarles una 
copia. Ahí se resume el espíritu que ha guiado a la empresa y la información que se ha manejado y administrado en todos estos 
años. 


Sin más, le cedería la palabra al doctor Dupuy para que desarrolle un poco más el tema. 


SEÑOR DUPUY.- Mi larga vinculación con esta institución me permite compartir con ustedes la experiencia vivida como asesor y 
algunos aspectos propios de la evolución de la organización. 


Es claro que el Clearing ha tenido que buscar autorregularse de tal forma de poder compatibilizar lo que siempre se entendió, 
desde el inicio, que era el legítimo derecho -tanto propio, como de quienes la utilizan- al manejo de la información, es decir, a estar 
informados. Siempre comento el viejo antecedente de cuando, en oportunidad en que alguien solicitaba un crédito, se pedían 
aquellas referencias por teléfono. Este método se sigue usando a veces pero en muy pocas ocasiones, prácticamente ya no se 
utiliza. La idea de quien creó el Clearing, el señor Luis Alberto Lorieto, fue la de intermediar en esa tarea, facilitando y ampliando el 
campo de posibilidades de información. 


Por otro lado, sabemos la sensibilidad del tema, aunque no es tan sensible como otros aspectos que en diversas legislaciones 
implican una especial preocupación -como, por ejemplo, la salud o políticos- y que derivan en otro tipo de registros. En este 
entendido, ha sido preocupación del Clearing evitar -y para eso ha tratado de aplicar esos principios básicos que están allí - el 
aporte gratuito de calificaciones o juicios de valor que pudieran crear una situación más comprometida. Es decir que lo que se ha 
buscado siempre es manejar en forma objetiva la información y trasmitirla prácticamente de la misma manera que se recibe. 


Evidentemente, este tema ha tenido, en algunos casos, planteamientos judiciales, aunque no demasiados. Digo esto, porque en 
tantos años de actividad no han sido muchos los juicios y en algunos pocos de ellos se planteó algún argumento vinculado a la 
licitud de la actividad. A este respecto, hemos realizado consultas con distinguidos profesionales y debo decir que, en general, en 
los últimos juicios ya ni siquiera se plantean ese tipo de argumentos. 


A veces puede aparecer alguna duda en cuanto a la información recibida, pero en general la jurisprudencia, salvo algún caso 
puntual y particular, no ha tenido una posición que condenara la actividad del Clearing. Entonces, a pesar de que éste ha venido 
actuando en ese plano y que cree hacer esa tarea de autocontrol y autorregulación de la mejor manera posible -está convencido de 
ello, y así ha ido funcionando y ha sido reconocido- es evidente que un marco legal podría definir claramente algunos grandes 
principios de funcionamiento y, al mismo tiempo, como ya dijimos, contemplar a través del instituto del "habeas data", la situación 
de los particulares cuando desean obtener información o, eventualmente, rectificarla o completarla. Entonces, creo que la ley, en 
líneas generales, está enfocando esos temas. De todas maneras, hay otros aspectos a tener en cuenta -que constan en el material 
que les entregamos- que creo que también figuran en la ley porque, en definitiva, si no me equivoco, ella se inspira en los principios 
generalmente aceptados en la legislación comparada. 


Por otra parte, nosotros tenemos normas de autorregulación en cuanto al tiempo de mantenimiento de la información, con respecto 
a obligar, a través de un contrato, a las empresas afiliadas a cumplir una serie de requisitos, entre los cuales -obviamente- está el 
comunicar de inmediato la situación por la cual se cancela la deuda. Por tanto, se puede decir que varios de los artículos del 
proyecto de ley ya se están cumpliendo por parte de nuestra institución. 


Muchas veces sucede que hay personas que dicen "mejor que no se legisle", pero creemos -no sólo pensando en nosotros 
mismos- que el tema merece la atención del Legislador y es, precisamente, la tarea que hoy los ocupa. 


SEÑOR GARCIA COSTA..- Simplemente, quería hacer una pregunta. ¿Ustedes manejan el proyecto de ley que la Comisión tiene a 
estudio o, de pronto, están considerando la generalidad del tema? 


SEÑOR DUPUY.- Sí, señor Senador, manejamos el proyecto de ley y no vimos aspectos que pudieran ir contra la institución, que 
es nuestra primera preocupación, ni tampoco que se apartara de lo que, en buena medida, ha sido nuestro funcionamiento. No 
consideramos que somos perfectos ni mucho menos, pero me consta que desde la época del señor Luis Alberto Lorieto -el creador 
de la institución- se tiene una enorme preocupación por cuidar y preservar esta actividad que él había montado y, sobre todo, el 
tema de la neutralidad y objetividad, que nos parece que es fundamental porque es muy delicado. 


Me quiero referir a otro tema, que no necesariamente tiene que estar en la ley. En la exposición de motivos se hablaba del fomento 
del crédito y demás, pero muchas veces se enfoca la visión negativa que el Clearing puede dar, en función de que alguien ha 
registrado un dato -justamente- negativo. Sin embargo, en los datos que el Clearing suministra también se incorpora si ha habido 
solicitudes de informes de parte de otras empresas. En la medida en que un informe aparezca con solicitudes de informes y no 
surja, como contrapartida, una situación de incumplimiento, eso es interpretado como una situación de buen pagador. Además, si la 
empresa o el comerciante que quiere dar el crédito todavía desea ahondar más, esos datos habilitan a saber quién es el afiliado 
que ha aportado esa solicitud y puede llegar a la etapa de que hablábamos, del viejo pedido de referencias y demás. Quiere decir 


que se debe tener en cuenta que, por ese lado, realmente se facilita el crédito, ahora y en tiempo real -por lo menos para créditos 
de ciertos montos- dada las herramientas tecnológicas que se manejan. 


No sé si este aspecto queda claro, pero queríamos decir cuál es la información básica que da el Clearing. 


Muchas veces el hecho de que una persona aparezca en el Clearing se considera como la muerte civil; también se utilizan otro tipo 
de expresiones que son simplistas pero, en definitiva, si se producen ciertos efectos, no es el Clearing el que los provoca, sino el 
propio individuo que incumplió. Por eso mismo, nos preocupamos por ser fieles en la información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se señaló, y así lo entendí, que ya a nivel de doctrina consultada y jurisprudencia en general ha habido 
pronunciamientos sobre el tema y no se discute la licitud de la actividad. Esto lo entendí de las expresiones del doctor Dupuy. 


SEÑOR DUPUY.- En algún momento hubo un juicio que nos atacaba, siguiendo ciertas campañas de prensa, pero nunca hubo un 
pronunciamiento concreto que afirmara que la actividad del Clearing fuera ilícita. 


SEÑOR PRESIDENTE.-- Precisamente, mis expresiones fueron en ese sentido. Dicho de otro modo, hay juristas reconocidos que, 
al menos, no se pronunciaron negativamente. De manera que estamos ante una actividad lícita que, según se nos manifiesta, se 
autorregula. 


Es interesante escuchar que, no obstante ser lícita, autorregularse y tener tantos años de existencia, nuestros visitantes consideran 
que un marco legal serviría para el ejercicio de esta actividad profesional. 


SEÑOR DUPUY.- Pensamos que sí. Además, existen legislaciones en otros países que establecen que cuando se considera que 
puede haber algún tipo de información que trasciende el marco de las fronteras de los países, es necesario que exista una 
normativa como para poder llegar a una forma de intercambio. Pero más que eso, nos parece muy claro, y a los señores 
Senadores les consta, que hace unos años hubo ciertas campañas de prensa y la institución estuvo en la picota pública. 


Nosotros creemos estar haciendo las cosas bien, pero pensamos que la existencia de un marco legal le va a dar a la actividad una 
mayor seguridad, de manera que no quede expuesta a determinadas formas de interpretación de la opinión publica porque, aunque 
en mi opinión el nombre del Clearing está bien acreditado, a veces se lo hace responsable de algunas cosas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal vez por aquello de que el culpable es el mensajero. 


SEÑOR PUIG.- Quiero agregar que nosotros ahora tenemos una exposición a empresas que hacen la misma actividad que 
nosotros a nivel regional e internacional. Ahora, como los señores Senadores saben, el Clearing de Informes es parte de una 
empresa internacional, Equifax, que tiene presencia en varios países de Sudamérica, concretamente, Chile, Argentina, Brasil, Perú 
y El Salvador. En todos estos países se realiza esta actividad, pero con una ley que la regula. Entonces, nosotros estamos 
aprendiendo de nuestros vecinos y no tan vecinos. 


Ese parece ser el camino que, digamos, deja marcadas las bases para el manejo de la información -como decía al principio, en 
esta nueva era tecnológica y de comunicaciones muy rápidas- tanto para el comerciante como para el consumidor -esto es, el 
público en general- que quieren acceder y hacer uso del crédito. Si ella no se enmarca dentro de determinados parámetros 
conocidos para todos, eso influye negativamente en el normal desarrollo de las economías. Al haberse aprobado en estos países 
leyes de funcionamiento de esta actividad, la específicamente ligada al crédito comenzó a ser mucho más fluida. 


Entonces, lo que vemos es que por lo menos en nuestro país debería pasarse por el proceso de analizar el tema desde ese punto 
de vista. Por ello, cuando tomamos conocimiento del contenido del proyecto de ley nos alegramos de que al menos se manejara la 
posibilidad de avanzar en ese camino. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero plantear una pregunta adicional. 


Creo haber entendido que el manejo de la información hoy en día no sólo está limitada al ámbito nacional, sino que también 
trasciende fronteras; su flujo parte del país hacia el exterior y desde allí llega al Uruguay. También en la Unión Europea existen 
organismos internacionales que obligan a contar con un marco legal determinado para que un país pueda tener el nivel adecuado 
de protección de datos. Este es el caso, repito, de la Unión Europea y de la República Argentina, a la que se dio esta calidad, 
según se nos informó en la Comisión. 


Pregunto, entonces, si desde el punto de vista del flujo internacional de información, este proyecto de ley podría servir al propósito 
que se señalaba. 


SEÑOR PUIG.- Sin duda que sí. Tenemos una relación muy fluida con Argentina; concretamente, con una empresa argentina 
denominada Veraz. El intercambio de información con ella está basado en un contrato entre ambas instituciones, por el cual, 
cuando se nos solicita información, la aportamos, y viceversa. Ahora bien, esta empresa argentina está en una posición más 
ventajosa que la nuestra, puesto que tienen el mismo intercambio de información con España, con Italia y con el Reino Unido - 
todos ellos, integrantes de la Unión Europea- pero nosotros no contamos con los medios suficientes y, por otra parte, los europeos 
no quieren nuestra información. 


Por otro lado, hemos celebrado contratos con Paraguay y Chile, por lo que establecimos una relación bilateral de intercambio de 
información, pero Argentina, en ese sentido está varios pasos adelante en cuanto a la manera de desarrollar esta actividad y a los 
marcos jurídicos que ha logrado. Nosotros no los tenemos; como que nos hemos quedado un poco atrás. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de los integrantes de la Comisión, agradecemos vuestra visita, así como también la 
información brindada. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Así se hace. Es la hora 15 y 49 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


